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Introducción

Hace ya casi cuatro décadas —precisamente en un contexto en el que 
comenzaba a aflorar la discusión sobre los límites ecológicos al creci-
miento económico— el economista rumano Nicholas Georgescu-Roegen 
recordaba una verdad casi siempre olvidada: «Lo obvio debe ser enfati-
zado porque ha sido ignorado durante largo tiempo». Es cierto. Entre 
las «obviedades» frecuentemente soslayadas se encuentra, por ejemplo, la 
siguiente: la economía, esto es, la forma en que organizamos socialmente 
el suministro de bienes y servicios, su consumo y su distribución, debe 
ser un medio al servicio de los objetivos de la sociedad (el bienestar y 
la mejora de las condiciones de vida). De ahí que, cuando se reflexiona 
sobre el cambio de modelo económico, quepan siempre dos posibilida-
des: 1) modificar el modelo porque han cambiado los objetivos de la 
sociedad o, 2) cambiarlo porque ya no responde adecuadamente a los 
objetivos establecidos.

Conviene recordar que, tradicionalmente, la economía ha distinguido 
dos instrumentos para cumplir los objetivos de bienestar social y satis-
facción de las necesidades: a) el crecimiento económico (aumento de la 
producción de bienes y servicios), y b) una mejor redistribución de los 
recursos disponibles (renta y riqueza). Sin embargo, cabe hacer dos mati-
zaciones importantes. Por un lado, hace tiempo que existen dudas sobre si 
los objetivos que persigue la sociedad en su conjunto coinciden con los que 
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intenta satisfacer el sistema económico. En efecto, a la hora de explicar 
decisiones económicas importantes, el afán de lucro y la maximización de 
los beneficios de los productores de bienes y servicios se han convertido, 
en muchas ocasiones, en una palanca más poderosa que la satisfacción 
de las necesidades. Pero, por otra parte, se da la «paradoja» de que el 
propio funcionamiento del capitalismo y su dinámica espacial y temporal 
están poniendo en peligro, precisamente, el bienestar de la población y la 
satisfacción razonable de las necesidades humanas. La razón fundamental 
por la que ocurre tal circunstancia tiene que ver con la principal estrategia 
económica puesta en juego, esto es, el crecimiento económico, a expensas 
de la redistribución. Después de casi cuatro décadas hemos acumulado 
suficiente evidencia para demostrar que la expansión indiscriminada de 
la producción de bienes y servicios está acarreando costes ecológicos (y 
sociales) que están poniendo en peligro nuestra propia supervivencia. 
Durante buena parte de la segunda mitad del siglo XX, también en Espa-
ña esta mitología del crecimiento de la producción y del aumento del PIB 
ha encubierto realmente procesos de adquisición y destrucción de riquezas 
sin precedentes. Y los costes y peligros tampoco desaparecen cuando el 
ciclo económico cambia de signo y la expansión se convierte en crisis y 
recesión, poniendo de relieve que los perjudicados y damnificados de este 
sistema económico resultan consustanciales al funcionamiento ordinario 
del capitalismo.

Parece claro que en esta crisis estamos asistiendo a elementos co-
munes con otros episodios (burbujas, apalancamiento, endeudamiento 
excesivo, especulación, fraudes, caída de la producción, paro, etc.), pero 
en un contexto mundializado e interconectado, con notable capacidad 
de contagio y, por tanto, de riesgo generalizado. A todo ello hay que 
unir, además, el aumento pronunciado de la desigualdad social, la dis-
criminación sexual y el deterioro ecológico planetario provocado por el 
modelo de producción y consumo actual que compromete seriamente 
las posibilidades de supervivencia de la especie humana. Caeríamos, 
pues, en un error si el diagnóstico de la crisis lo realizáramos también 
en términos de sistema económico cerrado. Tenemos, pues, crisis eco-
nómica, sí, pero también ecológica y social.

Rasgos insostenibles del metabolismo económico español1

Ahora parece que todos lo veían venir. Que era un resultado cantado. 
Por desgracia, no fue siempre así. Con demasiada frecuencia la escasa 
memoria histórica suele acompañar a los despropósitos económicos. 
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Afortunadamente para aquellos que lo han querido leer y escuchar, 
numerosos economistas críticos hemos señalado durante los últimos 
años —sin éxito— las grietas previsibles de un modelo económico 
español condenado al fracaso, cuyos costes sociales y financieros ya 
han aflorado con fuerza. Menos atención han recibido, sin embargo, 
los costes ecológicos ocultos asociados a esta estrategia de «desarrollo» 
claramente insostenible. 

Insostenible tanto por el lado del consumo de recursos como por 
la generación de residuos, pues, aún en un contexto como el actual, 
seguimos apoyando nuestro modo de producción y consumo en un 
80% de recursos no renovables. Con la peculiaridad de que, del total 
de recursos naturales utilizados y valorados, el 50% han sido productos 
de cantera destinados a alimentar los sucesivos booms inmobiliarios y 
de infraestructuras, convirtiendo así a las graveras en la principal acti-
vidad minera peninsular durante el último ciclo expansivo. Si tenemos 
en cuenta que en el momento álgido del reciente boom inmobiliario se 
llegaron a iniciar 900.000 viviendas —superando conjuntamente a las 
iniciadas en Alemania y Francia— y que cada m2 de una vivienda exige 
por término medio una tonelada de energía y materiales, la dimensión 
del despilfarro parece obvia. Un absurdo ecológico y económico tanto 
más llamativo cuanto que casi dos tercios de lo construido no ha estado 
justificado por la demanda de primera residencia, sino que ha ido a 
parar a viviendas desocupadas a la espera de revalorización y posterior 
venta para materializar la inversión, o a viviendas secundarias con utili-
zaciones medias de 22 días al año. Poco importa que para ello hayamos 
batido el récord europeo en producción de cemento (60 millones de 
toneladas) y de hormigón armado (185 millones de toneladas), o lo que 
es lo mismo, que hayamos producido cantidades que darían de sobra 
para asfaltar todo el territorio nacional (50 millones de hectáreas) a ra-
zón de más de una tonelada por hectárea de cemento, o casi cuatro de 
hormigón.2 Lo que, claro está, no es ajeno al grave deterioro que sufre 
el grueso de nuestro litoral, pavimentado ya irreversiblemente como 
consecuencia del modelo turístico-inmobiliario, especialmente en las 
regiones litorales, aunque ello haya sido a costa de zonas protegidas o 
de alto valor ecológico, causando graves destrozos paisajísticos y degra-
dando ampliamente los ecosistemas hídricos.3 Tampoco hicieron mella 
en este modelo las advertencias de la comunidad científica vinculada 
a la nueva cultura del agua, que ponían el acento en la necesidad de 
gestionar el recurso a través de una mejor planificación del territorio, 
o de políticas de ahorro y eficiencia en la utilización del agua que aco-
taran los usos despilfarradores. Ni siquiera las tímidas denuncias de las 
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conferencias hidrográficas acerca de la imposibilidad de tener asegurado 
el suministro de agua en muchos de estos proyectos urbanísticos su-
pusieron impedimento alguno. Al contrario, ello permitió justificar la 
inversión pública en megaproyectos hidráulicos muy lucrativos para las 
compañías constructoras contratadas, pero altamente costosos ecológica 
y económicamente para el conjunto de la sociedad.4

Por otra parte, el rápido e incontrolado crecimiento urbanístico 
que daría lugar a la formación de conurbaciones urbanas difusas, ca-
racterísticas del modelo inmobiliario español, requirió a su vez de la 
construcción de potentes infraestructuras de transporte que conectasen 
las piezas urbanas dispersas sobre el territorio. En tal proceso, no obs-
tante, ha pesado más el fomento del tranporte individual motorizado 
del automóvil y el de la alta velocidad en lo colectivo, siendo España el 
país europeo con más kilómetros de autopistas y autovías por persona 
después de Luxemburgo, y el primero en kilómetros de líneas ferroviarias 
de alta velocidad. Más allá del destrozo medioambiental que todo ello 
supone, ambas soluciones a las necesidades de transporte de la población 
española han demostrado ser tan costosas, en términos financieros y de 
calidad de vida, como inoperantes frente a los problemas de conges-
tión del tráfico, además de contribuir a la polarización territorial de la 
actividad económica.5

Esta insostenibilidad interior aumentó con la insostenibilidad exterior 
plasmada en el doble déficit físico y territorial que la economía española 
tiene contraído con el resto del mundo. La creciente dependencia res-
pecto de sustancias estratégicas (combustibles fósiles y minerales) explica 
que, por cada tonelada que sale de nuestro país en forma de exporta-
ciones hayan entrado como importaciones casi tres toneladas más. Un 
déficit comercial físico que, para sorpresa de muchos, no lo tenemos 
contraído con nuestro principal socio comercial (la UE), sino con los 
países empobrecidos de África (gas de Argelia, petróleo de Nigeria, 
minerales subsaharianos, etc.) y América Latina (petróleo de Venezuela 
y Ecuador, gas y litio de Bolivia, cobre de Chile, etc.). 

A este déficit comercial físico se ha venido sumando un creciente 
déficit ecológico territorial resultado de una huella ecológica (el espacio 
que cada individuo de nuestro país ocupa para satisfacer su modo de 
producción y consumo y absorber sus residuos en forma de dióxido de 
carbono) de más de cinco hectáreas/habitante muy superior a la super-
ficie ecológicamente productiva per cápita española (1,4 has/hab), es 
decir: estamos incurriendo en un déficit ecológico equivalente a más de tres 
veces nuestra propia superficie productiva, y que ocupamos en el resto del 
mundo. Solo para absorber nuestras emisiones de CO

2
 necesitaríamos 
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una superficie forestal equivalente a tres países como el nuestro que, 
obviamente… no tenemos. 

Así las cosas, no es ya solo un problema que el mundo no pueda 
soportar la generalización del modelo de producción y consumo nor-
teamericano. Tampoco es viable ya extender al conjunto mundial el 
comportamiento económico-ecológico de un país como España, pues 
obviamente no todos los países pueden ser a la vez deficitarios en tér-
minos físicos, territoriales y financieros. De algún territorio tienen que 
salir los recursos para abastecer y financiar al resto. 

Los resultados en términos de huella y déficit ecológico se corroboran 
con las tendencias en los requerimientos totales de materiales, por lo que 
este carácter insostenible de nuestro modelo económico se revela tanto 
por el lado de recursos como de los residuos. La insostenibilidad exterior 
se amplifica así al observar que déficit físico y territorial con el exterior 
dan lugar además a impactos ambientales que perjudican seriamente a las 
poblaciones de otros países, perpetuándose así el desigual bienestar entre 
las poblaciones de unas regiones y otras en la economía mundial. Una 
deuda ecológica6 que procede tanto del consumo de materiales y energía 
por parte de la economía española en su conjunto como de la extracción, 
producción y apropiación, por parte de empresas españolas en el exterior, 
cuya infravaloración monetaria contribuye a invisibilizar.7

En línea con lo anterior, muchos de los países empobrecidos del 
mundo están ya padeciendo algunas de las consecuencias socioeconó-
micas provocadas por el cambio climático,8 mientras la responsabilidad 
del exceso de emisiones de gases de efecto invernadero que lo causó 
reside en el desarrollo de las economías ricas. En el caso de la economía 
española, las emisiones no han dejado de crecer desde mediados del siglo 
pasado hasta 2008, experimentando posteriormente una brusca caída 
como consecuencia de la crisis económica. Sin embargo, la invulnera-
bilidad de la economía española ante algunas de las consecuencias del 
cambio climático —como la subida del nivel del mar— puede ponerse 
rápidamente en duda simplemente al observar los muchos kilómetros 
urbanizados en la costa peninsular.

Además —por si esto pareciera poco—, el recurso masivo a los flujos 
no renovables (sobre todo combustibles fósiles) ha convertido en insoste-
nibles actividades que tradicionalmente articulaban su producción sobre 
recursos renovables. En efecto, a diferencia de la agricultura y ganadería 
tradicionales, la agricultura y la ganadería intensivas se han convertido 
en actividades muy subsidiadas e ineficientes energéticamente, y muy 
exigentes en servicios de abastecimiento de agua que demandan en 
cantidad y contaminan en calidad. 
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Se comprende, entonces, que las dos últimas burbujas inmobiliarias 
sufridas por la economía española (1986-1992) y (1996-2007), así como 
las poco sostenibles prácticas agrícolas, ganaderas y forestales hayan 
degradado de manera importante los ecosistemas terrestres y acuáticos. 
Desde los procesos de urbanización y sellado de suelos que ha afectado a 
todos los ecosistemas litorales, al agravamiento de los procesos erosivos, 
la pérdida de fertilidad de los suelos, el empeoramiento de la calidad 
del aire asociada a la contaminación, o la mengua en la calidad de los 
alimentos y el deterioro de los paisajes y el territorio.9

La crisis iniciada después de 2007 está conllevando un coste social 
muy notable, tanto en términos de desempleo, como de deterioro de 
los servicios públicos básicos que tienen una relación directa con el 
bienestar social. Sin embargo, el declive de la actividad económica está 
suponiendo también una modificación en la composición de los recursos 
naturales utilizados por la economía española, a saber: el desplome en 
la utilización de los principales materiales no renovables (productos de 
cantera), y el incremento paralelo del peso de la energía y materiales de 
origen renovable. Este «avance» hacia la renovabilidad en el contexto 
de la crisis se ve, además, acompañado en el lado de los residuos por 
una reducción de las emisiones de GEI derivada de la caída de la acti-
vidad económica. Tendencias «paradójicas» que, sin embargo, pueden 
abrir un camino y una oportunidad para la reflexión sosegada sobre el 
cambio de modelo.

¿Puede la crisis actual ser una oportunidad para avanzar hacia 
la sostenibilidad de la economía española? 

No siendo el objeto de este texto la caracterización exhaustiva del ori-
gen y las implicaciones de la crisis —algo que por otro lado ya se ha 
acometido con solvencia en estos últimos años—,10 resulta sin embargo 
necesario enumerar los rasgos del contexto actual de crisis económica 
para así poder ver hasta qué punto sus consecuencias pueden ser, o 
no, un acicate que promueva la aparición y consolidación de nuevos 
mimbres que ayuden en la necesaria reconversión económico-ecológica 
de nuestra sociedad. En este sentido, y dicho brevemente, la situación 
actual subyace de la difícil digestión de una doble burbuja interrelacio-
nada (inmobiliaria y de endeudamiento financiero), sobre un modelo 
económico que, al apoyarse en la expansión del sector de la construc-
ción y el turismo, es especialmente proclive a la formación de dichas 
burbujas, sobre todo cuando el declive imparable de la agricultura y las 
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actividades manufactureras en los tres últimos decenios ha forzado aún 
más esa tradicional «especialización» española. Una observación crítica 
y con retrospectiva del actual panorama socioeconómico español, nos 
lleva a destacar, cuanto menos, las siguientes vulnerabilidades sobre las 
que cabría incidir de manera más incisiva:

–    Desempleo rampante. El nuevo y alarmante récord de desempleo 
alcanzado, que supera ya los seis millones de personas,11 consti-
tuye el eje principal de la debilidad actual de la economía y la 
sociedad española. Su impacto mayor se hace hoy especialmente 
patente entre los jóvenes (menores de 25 años) —con una tasa de 
paro del 57,2%— y la población extranjera —cuya tasa de paro 
es del 39,2%. La diferencia entre los niveles de paro masculino y 
femenino (de apenas un punto porcentual) se ha reducido debido, 
sobre todo, a un mayor incremento del desempleo masculino en 
estos años, lo que no implica, por tanto, que la situación de las 
mujeres haya mejorado. Más bien, al contrario, pues además el 
creciente desempleo de unos u otros miembros de los hogares —si 
no la totalidad—, junto con los sucesivos recortes y privatizacio-
nes en protección y servicios sociales, no hacen sino incrementar 
sustancialmente la carga de trabajos domésticos y de cuidados, que 
siguen recayendo principalmente sobre las mujeres.12

–     Dependencia exterior. El tipo de especialización sectorial en torno al 
cual se ha ido formando el modelo económico español en las últi-
mas décadas ha contribuido, además de a la formación y posterior 
explosión de burbujas especulativas, a generar una progresiva desin-
dustrialización desde los años ochenta.13 El resultado de ello sería 
una creciente dependencia manufacturera que ha pasado a sumarse 
a otra dependencia clásica, la energética, basada en la importación de 
combustibles fósiles (el grado de autoabastecimiento de combustibles 
fósiles en petróleo y gas en prácticamente nulo y la dependencia 
total). Así, la economía española constituye un ejemplo evidente 
de cómo la expansión de la producción energética renovable no 
es suficiente ante un consumo energético despilfarrador también 
en crecimiento. De esta forma, desindustrialización y dependencia 
energética, sumadas a una burbuja inmobiliaria que exigía creciente 
financiación, con una euforia consumista impulsada por el efecto 
riqueza —que las plusvalías inmobiliarias alimentaron— y en un 
contexto de creciente desigualdad,14 han ido colocando a la econo-
mía española en una posición de creciente necesidad de financiación 
externa para mantener sus niveles de producción e ingreso.15
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–    Fragilidad del sector público. El déficit público que hoy aparece 
con frecuencia como el origen de todos los males de la economía 
española16 no es tanto el producto de un incremento de los gastos 
(similar al del resto de la media de la UE en este contexto de 
crisis), como el resultado de una caída de los ingresos públicos —de 
casi seis puntos porcentuales del PIB entre 2007 y 2011. La fuerte 
reducción de la actividad económica constituye sin duda un factor 
a considerar en esta progresión, pero como una comparación con el 
resto de economías europeas nos demuestra, no es ni mucho menos 
el principal de ellos. Lo que hoy hace que la economía española se 
sitúe a la cola de los países europeos en términos de presión fiscal,17 
más allá de unos niveles establecidos y seguramente mejorables en 
cuanto a impuestos, reside esencialmente en el alto nivel de evasión 
y fraude fiscal existente en España, que fundamentalmente cabe 
atribuir a las grandes empresas y patrimonios.18

–     Bienestar deficiente. A pesar del cierto grado de inflexión en la descon-
vergencia19 respecto a la UE-15, en lo que a gastos ligados al Estado 
de bienestar (educación, sanidad, protección social) se refiere a partir 
de 2004, el gasto social de las Administraciones Públicas españolas 
no llegaría en ningún caso a superar el nivel de convergencia de me-
diados de los noventa prácticamente hasta el inicio de la crisis por el 
incremento del gasto en protección social. Justo antes del inicio de 
la crisis, en 2007, el porcentaje del gasto social era del 23,2% frente 
al 29,7% de la zona euro, siendo aún más llamativa la comparación 
con algunos países como Alemania (29,8%), Francia (34,9%), Suecia 
(34,4%) o Dinamarca (36,2%). Revertir esta tendencia negativa en 
gasto social 20 —dicho sea de paso, común entre las economías perifé-
ricas europeas, que son las que peor están afrontando la crisis— no 
solo es cuestión de justicia y necesidad de satisfacción de necesidades 
sociales, sino que supone una gran palanca en términos redistributivos 
y de creación de empleo.

–    Una necesaria reflexión sobre el gasto en I+D. Uno de los tópicos más 
insistentes en estos últimos años es el que subraya la importancia de 
incrementar el gasto en I+D (como porcentaje del PIB) para avanzar 
en el «cambio de modelo productivo», pues estamos por debajo de 
la media de la UE a este respecto.21 Lo que no se suele analizar, a 
continuación, es que más importante que aumentar el porcentaje 
es discutir el destino final a que se dedica. Y en este sentido resul-
ta sonrojante que, durante los últimos 15 años, el sector público 
español haya dedicado cantidades notables de su presupuesto en 
I+D a sufragar programas de armamento militar (en 1999, el 54% 
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del gasto en I+D público se destinó a este cometido).22 Y aunque 
en los últimos años este porcentaje ha ido disminuyendo, esto ha 
coincidido con la formación de una auténtica «burbuja armamen-
tística»,23 ya que la financiación a largo plazo de esos programas de 
armamento ha generado un gran volumen de deuda, de la que se 
habla poco, y que hace palidecer otros desequilibrios. En 2011 los 
compromisos de gasto por un armamento comprado en buena parte bajo 
el paraguas de gasto público en I+D ya ascendían a 26.692 millones 
de euros (de los que solo se habían abonado 4.267 millones), y una vez 
renegociados e incorporados otros elementos, su importe final ascenderá 
en 2015 a 38.876 millones de euros (casi el 4% del PIB español). 
Esto explica que, en un alarde de sinceridad, el secretario de Es-
tado del Ministerio de Defensa, Constantino Méndez, afirmara el 
6 de octubre de 2011 en su comparecencia ante la Comisión de 
Defensa del Congreso lo siguiente: «no deberíamos haber adquirido 
sistemas que no vamos a usar, para escenarios de confrontación que 
no existen y con un dinero que no teníamos entonces ni ahora».24 

El problema no es tanto de «cantidad» de I+D, sino de calidad del 
gasto y las prioridades a las que sirve.

Los múltiples dimensiones —económica, social, ecológica, etc.— en 
las que se manifiesta una crisis que a todas luces es sistémica, pero que 
afecta de maneras distintas a las economías nacionales, requiere de la 
actuación en diversas dimensiones y escalas. Una salida a esta crisis 
que permita transitar hacia una sociedad socialmente equitativa y eco-
lógicamente sostenible requiere por tanto evitar que queden relegadas 
cuestiones frecuentemente invisibilizadas —como las relaciones de poder, 
el ámbito doméstico, la dimensión ambiental— a la vez que se atiende a 
las necesidades más urgentes. Respondiendo por tanto a la pregunta que 
encabeza este apartado, la crisis económica puede sin duda constituir 
una oportunidad para lograr la sostenibilidad ambiental en la medida en 
que, como detallamos a continuación, el necesario cambio de modelo 
productivo y redistributivo podría perfectamente contribuir a atajar, al 
mismo tiempo, muchos de los problemas aquí señalados. 

Algunas ideas para la transición hacia un escenario más sostenible 
y justo25

Los economistas ecológicos llevan muchos años llamando la atención 
sobre las incoherencias de un enfoque económico que representa la pro-
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ducción de bienes y servicios de espaldas a las enseñanzas de la termodi-
námica y la ecología, y que oculta tanto los requerimientos de energía y 
materiales como la necesaria generación de residuos y su impacto sobre el 
medio ambiente. Si, a partir de cierto nivel, el aumento del consumo de 
bienes y servicios no mejora necesariamente el bienestar de la población, 
no parece sensato incrementar indiscriminadamente la producción de 
estos bienes y servicios. Sobre todo porque afloran aún más los límites 
ecológicos con los que choca esta estrategia (tanto por el lado de los 
recursos como por el ángulo de los residuos), mostrando su naturaleza 
insostenible que hace imposible su generalización en el espacio y su 
mantenimiento en el tiempo. De poco sirve, por tanto, empecinarse 
en una estrategia económica que, en los países ricos (y en concreto en 
España), proporciona tan magros y contradictorios resultados sociales y 
ambientales. Estos mismos resultados deben, necesariamente, afectar a 
la forma en que medimos y registramos el proceso económico. Sabemos 
que la economía convencional oculta y minimiza esta imposibilidad 
física acudiendo al velo monetario que cubre la actividad económica 
(medida con el PIB), y así elude los costes ambientales y sociales de 
un proceso de naturaleza física como es la producción de mercancías. 
Solo de esta manera, en términos monetarios y sin ningún referente 
real, es posible hablar de crecimiento indefinido o incluso exponencial 
por analogía con la lógica financiera del interés compuesto. 

Si esto es así, y si uno se toma con rigor lo anterior, habrá que 
considerar seriamente lo que, de manera polémica, se ha denominado 
la «abolición del PIB» como objetivo de política económica e indicador de 
bienestar.26 La literatura sobre las deficiencias del PIB per cápita como 
indicador de bienestar es tan apabullante que lo que sorprende es el 
empecinamiento de seguir apelando (acríticamente) a su crecimiento 
como la mejor forma de mejorar el bienestar de la población. El PIB 
es un cajón de sastre contable donde se agregan actividades con muy 
desigual impacto sobre el bienestar social y ambiental de una pobla-
ción (desde el gasto militar, al gasto en educación o sanidad...). Y ese 
cajón conviene abrirlo y discriminar. En efecto, parece obvio que en la 
economía sostenible a la que aspiramos, los sectores relacionados con 
las energías renovables, la reutilización y el reciclaje, los servicios de 
alquiler, los consumos colectivos, la agricultura ecológica, la producción 
industrial limpia, etc., deberán crecer. Cuál sea finalmente el saldo de esta 
operación en términos de PIB no tiene demasiada importancia27 pues 
dependerá, y mucho, de la valoración monetaria que otorguemos a cada 
una de estas actividades. Y el reflejo monetario, a su vez, será función, 
como sabemos, de la distribución de la renta y el poder, del marco
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institucional, o de los incentivos y las penalizaciones correspondientes. Por 
ello, aún compartiendo muchos de los afanes que se encuentran detrás 
de las propuestas del «decrecimiento»,28 tal vez fórmulas más apropia-
das, como las de «vivir bien con menos»,29 o «prosperidad compartida 
y duradera»,30 resulten más adecuadas a la hora de tratar de agrupar los 
objetivos que se quieren lograr en un concepto sintético. ¿Significa lo 
anterior, entonces, que debemos echar por la borda el PIB y los Sistemas 
de Cuentas Nacionales? No, necesariamente. Lo que no debemos hacer es 
convertir una unidad de medida de la actividad económica (que, como 
tal, también tiene serias deficiencias como bien saben los contables na-
cionales) en un objetivo indiscutible de política económica.

Si esto es así, ¿qué políticas podemos plantear para reconducir la 
situación actual por derroteros más sostenibles ecológicamente, más 
sensatos económicamente, y, también, más justos socialmente? Somos 
conscientes también de que esta tarea no es sencilla, de que exigirá 
tiempo, recursos y esfuerzo durante la transición, pero seguramente no 
menos recursos y esfuerzo que otras reconversiones económicas que se 
han acometido en el pasado y en las que tal vez nos jugásemos menos 
como sociedad. 

Entre las declaraciones de intenciones muy generales, y el afán por 
querer determinar hasta los detalles más nimios de cualquier la estra-
tegia (que siempre serán impredecibles), tal vez existe una opción más 
equilibrada y razonable para nuestros propósitos. 

1.    Definir los principios de sostenibilidad sobre los que nos vamos a 
apoyar para orientar las acciones que logren el cambio de modelo.

2.   Explicitar las diferentes estrategias que abarcarán, tanto el marco 
institucional general, como los elementos sectoriales.

Respecto a la primera cuestión, a los principios del nuevo modelo, 
cabría apuntar los siguientes:

a)   Renovabilidad en las fuentes energéticas.
b)   Cierre de ciclos de materiales en los procesos productivos.
c)   Suficiencia, redistribución y autocontención con regulación demo-

crática.
d)   Principio de precaución.

Mientras que los dos primeros principios tienen que ver con un ám-
bito más técnico —sobre el «cómo hacer las cosas»—, el tercer principio 
nos obliga, además, a asumir con todas sus consecuencias el escenario 
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de limitación ecológica. Lo que, de paso, ayuda a poner en cuarentena 
el objetivo de la expansión y consumo indiscriminado de bienes y ser-
vicios como estrategia para resolver los problemas económicos, sociales 
e, incluso, ecológicos. Como sugiere acertadamente Jorge Riechmann:

La autocontención no ha de concebirse como una propuesta de mo-
deración individual del consumo, sino como un proyecto de sociedad 
(«vivir mejor con menos»), encauzado por poderes públicos demo-
cráticos. Entonces, la idea de fondo en cuanto a la sostenibilidad es 
regular racionalmente el metabolismo entre naturaleza y sociedad. 
Esto, lo llamemos como lo llamemos, apunta a superar el déficit 
de regulación del capitalismo neoliberal/neoconservador mediante 
mecanismos de planificación democrática de la economía.31

No debería extrañar esta opción habida cuenta de que las propias 
empresas planifican la mayoría de sus decisiones y es, precisamente, esa 
posibilidad la que parece negarse a un territorio o país en su conjunto. 
De ahí que merezca la pena reivindicar, también para los poderes pú-
blicos, mayores posibilidades de planificación e intervención sobre el 
clásico dilema de qué producir, cómo producir y para quién hacerlo. La 
justificación es clara: las consecuencias de haber dejado cada vez más 
al ámbito mercantil, sin contrapesos, la respuesta a esos interrogantes 
económicos fundamentales nos ha abocado a un escenario muy preocu-
pante ecológica y socialmente. Lo cual no quiere decir que no exista 
un lugar para la esfera mercantil, o para el mercado como institución 
económica, pero sí que ese lugar debe estar debidamente acotado. 

A los tres principios anteriores hay que sumar una cautela elemental 
en forma de principio de precaución que nos permite desechar alternativas 
productivas o de consumo que impliquen —o puedan implicar razonable-
mente— riesgos inaceptables habiendo otros procedimientos para conseguir 
los mismos objetivos (aunque parezcan, a priori, menos rentables econó-
micamente para los intereses privados).32 La aplicación de este principio a 
múltiples procesos y sustancias presentes en nuestras vidas redundaría, ya, 
en una sustancial mejora de nuestra salud y la de nuestros ecosistemas.

Con estos mimbres, parece posible proponer las siguientes estra-
tegias que se pueden desdoblar en dos tipos: medidas sobre el marco 
institucional y medidas de tipo sectorial. En lo que tiene que ver con 
el marco institucional:

1.   Recuperación de elementos de planificación económica general y demo-
crática a medio y largo plazo, con objetivos de reducción equitativa de 
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la huella ecológica española y de los requerimientos totales de materiales. 
Esto requerirá, entre otras cosas, una mayor participación del sec-
tor público empresarial (con la recuperación del terreno perdido) 
para reorientar la actividad y los objetivos, con sentido colectivo, 
en ámbitos como la energía, el transporte, la alimentación, o la 
vivienda. 

2.   Adopción de planes sectoriales de fomento de la reducción de la 
utilización de recursos naturales y de emisión de residuos, intro-
duciendo de manera generalizada políticas de demanda y medidas 
de ahorro y eficiencia en el uso de agua, energía y materiales. 

3.   Política general de incentivos y penalizaciones. Realización de un 
inventario de incentivos ecológicos perversos en los ámbitos de la 
agricultura, el transporte y la industria como paso previo a su re-
ducción y posterior eliminación. Conjuntamente con ello, elaboración 
de un plan de incentivos para todas las actividades económicas que 
reconviertan sus métodos de producción hacia pautas más sosteni-
bles (agricultura ecológica, industria limpia, etc.). 

4.   Planificación general y política de los tiempos de trabajo. El cambio 
de modelo debe incorporar también la reconsideración del trabajo 
en su acepción más amplia. Esto implica desplegar una política 
de tiempos racional, en la que se incluya un reparto de todos los 
trabajos (mercantiles, o no, domésticos y de cuidados). Para ello, 
resulta imprescindible acompasar los tiempos de dedicación a las 
actividades mercantiles y los tiempos de cuidados. La reducción 
progresiva y general de la jornada laboral para redistribuir los empleos 
remunerados y trabajar (mercantilmente) menos como una vía fun-
damental para consumir también menos y reducir nuestro impacto 
ambiental y huella ecológica.33 Y no solo eso. De esta manera, sería 
más factible redistribuir también el trabajo no mercantil (realizado 
fundamentalmente por mujeres) con mayor equidad, además de 
reconstruir los vínculos sociales que están muy relacionados con 
la mejora sustancial del bienestar social. Esta es, verdaderamente, 
una transformación de gran calado que afecta profundamente a 
la organización de la vida social y que, por esta razón debe ser 
cuidadosamente regulada de forma general. Es también condición 
necesaria para que la transición tenga visos de ser aceptable y exi-
tosa.34

5.    La transición hacia un nuevo sistema necesita también de los opor-
tunos indicadores, aunque solo sea para saber si se avanza correcta-
mente o no. Es decir, necesitamos un sistema de información acorde 
con las nuevas prioridades. En este sentido, se hace imprescindible 
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una reforma ecológica de la contabilidad nacional que incorpore, en 
pie de igualdad, un Sistema de Cuentas de los Recursos Naturales 
(SCRN), así como un mecanismo claro de indicadores sociales (no 
monetarios). De este modo, será posible incorporar de facto en la 
planificación aquellos elementos no monetarizables de gran importan-
cia en la toma de decisiones sobre el bienestar social. Mimbres para 
ello existen, tanto por los trabajos internacionales ya desarrollados 
en este ámbito, como por el precedente frustrado de la Comisión 
Interministerial de Cuentas del Patrimonio Natural española de 
mediados de la década de los años ochenta del siglo XX.35 

6.   Contribuir activamente para que, en los foros europeos e internacio-
nales, se otorgue un apoyo efectivo con recursos (y no solo retórico) 
a las medidas encaminadas hacia el cambio de modelo económico, y 
frenando aquellas iniciativas que tiendan a perpetuar el statu quo. 

No obstante, para poder presentar propuestas creíbles en el ámbito 
internacional, conviene previamente haberlas puesto en práctica en la 
propia casa. Y desde un punto de vista más concreto, cabe recordar que, 
aunque queda mucho por hacer, también sabemos bastantes cosas sobre 
cómo acometer técnicamente la necesaria reconversión económico-ecológica 
de la economía española. Esto es preciso subrayarlo. Sin ánimo de ex-
haustividad, sería posible actuar en varios ámbitos:

1.   La ordenación del territorio. A estas alturas sabemos que forzar la 
utilización de los recursos sobreexplotándolos, o ejerciendo una 
presión inaceptable sobre otras regiones, es un claro indicador de 
insostenibilidad y escaso futuro. Por tanto, debemos utilizar los 
instrumentos para frenar los procesos de degradación territorial en 
curso y que los usos del territorio se reacomoden a las características 
edafoclimáticas y de recursos disponibles. La moratoria urbanística 
en buena parte del litoral, y el fomento de la ciudad compacta —a 
través de los Planes de Ordenación Urbana— para frenar las prin-
cipales tendencias del urbanismo disperso resultan fundamentales. 
Sabemos cómo hacerlo, cómo planificar el territorio facilitando la 
accesibilidad en vez de expandiendo la movilidad; cómo favorecer 
ciudades donde se cree proximidad y no segmentación, en las que 
las personas puedan vivir, trabajar o divertirse sin tener que recu-
rrir al vehículo privado como forma de conectar esos ámbitos de 
sus vidas. Y, de paso, tener asentamientos humanos que mejoren 
la salud y el bienestar de los ecosistemas y las personas que los 
habitan.36
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2.   Reconvertir el sector de la construcción. Muy vinculado a lo ante-
rior, este sector ha sido el causante de la mayor proporción en la 
utilización de energía y materiales de la economía española en los 
últimas décadas, por lo que se requiere una acción eficaz. Han 
sido las circunstancias recientes de crisis las que, por la fuerza, 
han obligado a un replanteamiento del sector de la construcción 
en el conjunto de la economía española. Sin embargo, para evitar 
tentaciones futuras, a nuestro juicio, también en este caso debemos 
desincentivar y penalizar la oferta de nuevas viviendas e infraestructu-
ras, y en cambio gestionar adecuadamente el patrimonio inmobiliario 
ya existente.37 Sabemos cómo gestionarlo, además, para que cumpla 
su función social de acuerdo con los principios de sostenibilidad 
ambiental y equidad social más elementales. Ello supone, entre 
otras cosas: a) que el aprovechamiento de la vivienda debe ser para 
el uso ordinario; b) destinar todos los recursos públicos —directos 
o en forma de subvenciones y desgravaciones— a la promoción 
del uso en forma de alquiler (frente a la compra en propiedad); c) 
penalizar el mantenimiento de viviendas vacías; d) establecer, por 
defecto, una moratoria en la reclasificación de suelos y la cons-
trucción de nuevas viviendas en aquellas ciudades con patrimonio 
inmobiliario infrautilizado, debiéndose justificar de manera extraor-
dinaria cualquier iniciativa o planeamiento de nueva construcción; 
e) establecer un amplio programa de conservación y rehabilitación 
del patrimonio urbano para incrementar la calidad de su uso; y, 
por último, f ) ejercitar el derecho de tanteo y retracto por parte de 
las Administraciones Públicas en aquellas viviendas de promoción 
oficial que quieran venderse para incorporarlas dentro del parque 
público de viviendas de alquiler. Tampoco aquí es necesario inven-
tar grandes estrategias, sino más bien atender las prácticas de los 
modelos más exitosos a este respecto.

3.   Políticas integradas de gestión de recursos: agua y energía. Muy ligado 
a la ordenación del territorio es necesario adoptar medidas integra-
das y orientadas bajo el paraguas institucional de la gestión de la 
demanda y la reducción del consumo. Desde el punto de vista de la 
generación de energía existe ya una tecnología lo suficientemente 
madura para seguir avanzando hacia un modelo energético más 
sostenible apoyado fundamentalmente en las energías renovables 
(solar y eólica). Pero para reducir el impacto ambiental y avanzar 
por el camino de la suficiencia, también en este ámbito es preciso 
abandonar las políticas de oferta y de incremento de recursos (aunque 
sean renovables) y profundizar en las políticas de gestión de la demanda 
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y de sustitución de los combustibles fósiles y la energía nuclear. Las 
posibilidades tecnológicas de ahorro en el campo de la industria, los 
hogares, los servicios y la agricultura apenas han sido exploradas en 
toda su amplitud. Por ejemplo, si en vez de incidir, solo en medidas 
de ahorro ligadas a los procesos, se acompañan estas de medidas 
de ecoeficiencia que inciden en el diseño previo de los bienes y 
servicios, la reducción en España puede ser hasta nueve veces su-
perior a la propuesta en la reciente Estrategia Española de Ahorro y 
Eficiencia Energética.38

      Algo similar cabría decir de la gestión del agua donde tras paralizar 
el proyecto emblemático del Plan Hidrológico Nacional de 2001 
(el trasvase del Ebro), el intento de avanzar hacia una nueva cultu-
ra del agua que terminara con las tradicionales políticas de oferta 
para gestionar el recurso (embalses y trasvases) se ha visto frenado 
de forma preocupante. El mejor ejemplo de ello es que sigue en 
pie, y aplicándose, una buen parte del anexo de obras que el Plan 
Hidrológico preveía y que no han sido derogadas.39 En este sentido, 
todavía está pendiente el paso de una política basada, sobre todo, en 
la gestión de las obras, a una política basada en la gestión del recurso. 
Y en España, gestionar el recurso supone también gestionar los usos 
del territorio y las actividades que allí se desarrollan: moratoria de 
embalses y trasvases, aplicar políticas de modernización de regadíos, 
impedir o penalizar cultivos no adaptados al territorio, desalentar la 
urbanización de territorios y usos que exijan recursos hídricos no 
disponibles, generalización de las tecnologías de detrás del contador, 
buenas estadísticas del agua para conocer en cantidad y calidad el 
estado del recurso, etc. 

4.   Políticas coherentes de gestión de residuos. Dado que uno de los 
principios que deben guiar el cambio de modelo es el del «cierre 
de ciclo de materiales», gestionar adecuadamente el binomio re-
cursos-residuos resulta fundamental. Sería, pues, necesario que la 
Administración española se tomase en serio la jerarquía de gestión 
de residuos priorizando la prevención, reducción y reutilización, en 
vez del reciclaje y la incineración (que, no lo olvidemos, son la 
cuarta y quinta peor opción). En cuanto a los residuos sólidos se 
impone una política que tenga en cuenta los problemas territoriales. 
Dados los procesos erosivos tan graves que sufre el territorio penin-
sular, lo más razonable es centrar la gestión en la materia orgánica 
compostable para devolverla al suelo del que procede y evitar así 
la erosión, conservar este recurso, y aportar abono orgánico a la 
agricultura. Esto implicaría que, por ejemplo, la política de gestión 
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de residuos sólidos urbanos priorizara la recuperación de la materia 
orgánica con recogida selectiva (que es la mitad de la basura domi-
ciliaria) por encima de otras fracciones menos relevantes. Habría, 
pues, que tomarse en serio la normativa para separar en origen 
esta fracción40 y evitar que, por nuestro sistema de gestión y recogida, 
vayan al vertedero millones de toneladas de materia orgánica, en vez 
de ir a nuestros depauperados suelos y a servir de medio de producción 
básico de la agricultura ecológica. 

5.   Agricultura y modelo alimentario. Dados los costes económicos, 
ambientales y sociales que está imponiendo el modelo agrope-
cuario intensivo, resulta preocupante la lentitud con la que se 
plantea la transición hacia una agricultura y ganadería ecológicas 
(agroecología). Sin poner en duda que una actividad de la que 
depende la alimentación humana sea digna de ayudas públicas y 
subvenciones, lo que es preciso acordar son los requisitos que debe 
cumplir esta para recibir tales ayudas. En este caso podrían ser: 
a) que contribuyera al mantenimiento de la población rural en 
el territorio; b) que fuera socialmente justa, y c) ecológicamente 
compatible con la salud de las personas y de los ecosistemas. 
Por desgracia, ni el modelo agropecuario intensivo, ni la Política 
Agraria Comunitaria (PAC) que lo financia satisfacen ninguno 
de estos requisitos. La «moderna» agricultura se ha convertido en 
un potente instrumento de expulsión de población del territorio, 
la asignación de las subvenciones de la PAC —donde el 80% de 
los fondos recae en el 20% de las explotaciones— se ha revelado 
claramente injusta y, por último, el deterioro y la contaminación 
ambiental de los agrotóxicos están poniendo constantemente en 
peligro la salud de las personas y de los ecosistemas, mostrando así 
un desprecio impropio por la seguridad alimentaria de la pobla-
ción europea.41 Dado que existen medios económicos suficientes para 
que el sesgo de la política de subvenciones a la agricultura intensiva 
y ecológica cambie totalmente de signo, no parece razonable apoyar 
un tipo de agricultura intensiva con esos rasgos y penalizar, en 
términos relativos, a la agricultura ecológica (agroecología) que 
podría cumplir todos los requisitos anteriores para ser merecedora 
de las ayudas públicas. Claro que, en este caso, se revelaría que los 
principales beneficiarios últimos de las ayudas de la PAC (aparte 
de los grandes grupos agroalimentarios) son la industria petroquí-
mica y el sector financiero, pues es a estos sectores económicos a 
los que acaban finalmente entregando los agricultores una parte 
importante de la financiación que reciben. 
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6.   Una reconversión industrial a la altura de los tiempos. Las medidas 
relativas al sector industrial pasarían por generalizar en todas las ac-
tividades los principios básicos de la industria limpia, lo que quiere 
decir avanzar en los procesos productivos reduciendo al mínimo la 
contaminación (en el sentido de residuos no aprovechados). Esto 
supone trabajar en varios ámbitos sobre los que España se encuen-
tra a la zaga. Por ejemplo: generalizar las estrategias de prevención 
y ahorro, generalizar el diseño de productos teniendo en cuenta 
todo el ciclo de vida de los mismos; fomentar la construcción de 
eco-parques industriales donde se establezcan sinergias entre los 
residuos generados por una empresa que pueden ser aprovechados 
como recursos por otra; aplicación general y seria del principio de 
Extensión de la Responsabilidad del Productor (ERP) como forma de 
prevenir y desincentivar la aparición de bienes con consecuencias 
indeseables, y de cargar sobre los fabricantes los costes ambientales 
de poner en el mercado un cierto producto hasta su deposición, 
reciclaje o reutilización.

      En dos sectores clave de la industria española como son la industria 
química y el sector del automóvil, esto implicaría modificaciones 
sustanciales. En el primer caso, para avanzar por el camino de 
la química verde que pone el énfasis en el diseño de procesos y 
materiales sostenibles (lo que, por ejemplo, supondría penalizar y 
contribuir a la prohibición de actividades tan perjudiciales como la 
química del cloro), y en el caso del sector del automóvil, terminar 
con la política de subvenciones directas e indirectas a una actividad 
que, siendo estrictos, debería soportar numerosas penalizaciones por 
su contribución al deterioro de la salud y el cambio climático.

7.   Fomento de empleos en economía sostenible y en economía social. Una 
recomposición de la estructura productiva como la que se apunta 
resulta determinante para una transición justa hacia la sosteni-
bilidad. Pero no solamente conlleva una adaptación del empleo 
en aquellos sectores que llevan asociados unos mayores impactos 
ambientales, sino que debe ir acompañada del estímulo a aquellos 
sectores que ayuden a crear un tejido productivo sostenible, y con 
alta generación de empleo —a partir de cambios normativos en los 
marcos de planificación y gestión, e incentivos económicos diversos 
(bonificaciones, impuestos, financiación, etc.)—. Ello implica un 
replanteamiento del enfoque reinante de tal manera que, en lugar 
de poner el énfasis en la búsqueda de actividades que maximicen la 
productividad (y que por ende hacen menos necesario el empleo), 
la transformación estructural se desplace hacia una economía de 
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«baja productividad» más intensiva en mano de obra con menor 
uso de recursos naturales, y actividades y sectores de menor impacto 
ecológico y emisiones («lowcarboneconomy»)42. En este sentido, el 
fomento de una economía sostenible y la consecuente proliferación 
de actividades ambientales múltiples en los sistemas de producción 
y consumo constituyen una oportunidad para la generación neta 
de empleo. De hecho, esta creación de empleos verdes dio ya sus 
primeros pasos en España en la década anterior a la crisis econó-
mica, que llegó a superar en 2009 el medio millón de empleos 
(partiendo de una cifra de 158.500 puestos de trabajo en 1998).43 
Sin embargo, estas cifras hacen solamente referencia a aquellas 
actividades tradicionalmente ligadas al medio ambiente.44 A estas 
últimas habría que añadir una pléyade de nuevos yacimientos de 
empleo verde (movilidad sostenible, actividades con potencial de 
reconversión, etc.). En su conjunto, algunos sectores en particular 
gozan de un razonable potencial de generación de empleos verdes, 
como son: la industria del reciclado; el transporte público urbano 
y el ferrocarril convencional, la rehabilitación y edificación con 
criterios de sostenibilidad, así como el alumbrado y eficiencia de 
equipos; la agricultura ecológica, sobre todo la de pequeña escala; 
o la silvicultura (ordenación forestal y agrosilvicultura). Además, a 
medida que los sectores de la economía verde aumenten su par-
ticipación y se incremente su demanda productiva, un conjunto 
adicional de empleos indirectos —en actividades complementarias 
de componentes y sectores auxiliares— se originarán en otras in-
dustrias de la economía. 

      De forma complementaria, muchas de las empresas de los sectores 
a potenciar para la transición a una economía sostenible son pe-
queñas y medianas empresas, cooperativas, sociedades laborales, etc. 
que funcionan con una lógica distinta a las empresas capitalistas 
convencionales. Desde las iniciativas colectivas más formales (coo-
perativas energéticas, finanzas éticas, cooperativas de vivienda, etc.) 
hasta las más informales (grupos de consumo, bancos de tiempo, 
talleres de reparaciones, redes de cuidados, etc.) que dan pie a 
importantes iniciativas de democracia económica y conforman lo 
que se conoce como economía social y solidaria. Muchas permiten 
ya hoy satisfacer una amplia gama de necesidades, partiendo de 
unos principios (democracia interna, igualdad de derechos, equidad 
salarial, cuidado del entorno, etc.) que distan sustancialmente de 
las lógicas sociales dominantes, generando en muchos casos una 
mejor adaptación ante situaciones de crisis.45 La priorización de este 
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tipo de empresas en los estímulos económicos públicos, como por 
ejemplo en las compras que realizan las administraciones públicas 
(ej.: energía verde para edificios públicos, alimentación ecológica 
para hospitales y escuelas, etc.), sería una buena forma de impulsar 
una transición ecológica que sea además social.46

7.   Sistema financiero. Una reconversión económico-ecológica como 
la que aquí se sugiere debe tener los instrumentos necesarios para 
poder financiarse. En este sentido, además de restaurar algunos de 
los antiguos controles y garantías sobre muchas de las operaciones 
financieras, una medida clara en este sentido sería recuperar la ban-
ca pública. Esta realidad no es tan distante en el tiempo para que 
se hayan olvidado sus ventajas. Por dos motivos. En primer lugar 
porque el sistema bancario, a través de los mecanismos de creación 
de dinero bancario, ostenta unos resortes de poder económico y de 
intervención sobre la realidad social que conviene poner al servicio 
del conjunto de la población. Y, en segundo lugar, si queremos 
reorientar la actividad económica y las inversiones por otros derro-
teros, debe existir la independencia financiera suficiente para poder 
acometerlo sin costes financieros ni rémoras inaceptables. En el 
mismo sentido, y en previsión de la próxima crisis financiera, sería 
preciso establecer como criterio que cualquier entidad privada a la 
que se otorgue dinero público en forma de ayudas, estará obligada 
a aceptar al sector público en la estructura de la propiedad. Y, una 
vez saneada dicha entidad y socializadas las pérdidas, dicha entidad 
pasa a formar parte de la banca pública, prohibiéndose su posterior 
privatización. Tras la desaparición de las Cajas de Ahorro, el de-
sembolso directo en los procesos de nacionalización en curso, bien 
gestionado, sería una oportunidad para articular un grupo bancario 
público potente, cuyas prioridades de financiación podrían vincu-
larse con el proceso de transición descrito hasta este momento.

8.   Sistema fiscal. Para que la reconversión del modelo sea efectiva y 
para ganar en equidad e igualdad social, es necesario tener un sis-
tema fiscal potente, profundamente progresivo en su recaudación 
y empleo de los recursos, y que pueda financiar un conjunto de 
servicios públicos (educación y sanidad) y prestaciones sociales de 
calidad. Varias medidas son necesarias: a) invertir la tendencia ac-
tual de reducción de impuestos, y adoptar una estrategia de «más 
y mejores impuestos». Es necesario corregir la regresividad actual 
del sistema: se ha llegado a recaudar más por impuestos indirectos 
que por impuestos directos, y las reducciones de tributos han sido 
más importantes para las rentas más altas; b) luchar contra un 



577

fraude fiscal que alcanza los 6.000 millones de euros (en torno al 
6% del PIB) desplegando y mejorando los medios disponibles, y 
teniendo en cuenta las recomendaciones elaboradas por los técni-
cos del Ministerio de Hacienda; c) igualar, al menos, el gravamen 
de las rentas del trabajo y del capital (impuesto de sociedades), 
eliminando las deducciones que llevan a tipos efectivos escandalosa-
mente bajos para las rentas empresariales; d) poner en marcha una 
auténtica reforma fiscal ecológica que grave el impacto ambiental 
de la producción y el consumo, de modo que al efecto disuasorio 
de los comportamientos, se uniera un incremento en los recursos 
disponibles para la transición al nuevo modelo; e) eliminación de 
las ventajas fiscales a los sistemas privados de pensiones de modo 
que el sistema público se refuerce y se reduzca, de paso, la presión 
por la búsqueda de rentabilidad en los mercados financieros y, por 
tanto, los movimientos especulativos asociados a las operaciones de 
dichos fondos de pensiones.

Es verdad, sin embargo, que a veces no es suficiente con que algo 
sea técnicamente posible para llevarlo a buen puerto. Generalmente se 
necesita el respaldo social y el marco institucional o reglas de juego que 
lo faciliten e incentiven desde el poder político. Y eso, ciertamente, no 
es sencillo. Y no lo es porque obliga a reconsiderar los objetivos (pri-
vados o colectivos) a los que sirve el marco institucional y suele ocurrir 
que, en situaciones así, los actuales beneficiarios de las reglas del juego 
intentan hacer pasar sus intereses particulares por intereses generales. 
De ahí la necesidad de cuestionar la estructura de poder económico y los 
intereses que condicionan gravemente las decisiones importantes. 

En el caso de la economía española, la reciente historia económica 
ilustra fielmente esta circunstancia. No deja de ser sintomático, por 
ejemplo, que la profunda restructuración económica que siguió a la crisis 
de los setenta y primera mitad de los ochenta del siglo XX arrojara un 
mantenimiento de las posiciones de poder de aquello que podría deno-
minarse el «núcleo duro» del capitalismo español. Como ha subrayado 
Albert Recio,47 una parte notable del poder económico que sostuvo al 
franquismo en sectores industriales, bancarios y energéticos, ha logra-
do mantener su influencia en un contexto muy diferente de apertura 
exterior y distinto régimen político. Y lo ha logrado, entre otras cosas, 
cambiando el lugar desde el que se ejerce ese poder. Eso es lo que se 
desprende, por ejemplo, al analizar la evolución de la propiedad de los 
50 mayores grupos empresariales que operan en la economía española. 
Tras un notable proceso de reestructuración y recomposición de la 
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propiedad fruto de abundantes fusiones y adquisiciones, y a pesar del 
notable proceso de apertura exterior experimentado, el capital español 
seguía manteniendo a finales de la década del 2000 —y al igual que en 
1977— el control mayoritario en dos tercios de los grandes grupos em-
presariales, dejando en manos del capital extranjero el tercio restante.48 
Entre medias, internamente se han producido algunos desplazamientos 
relevantes. El capital extranjero se ha convertido en predominante en 
el sector industrial de algunas manufacturas con un peso aplastante en 
el sector automovilístico y químico; a la vez que el capital nacional 
ha tomado posiciones mayoritarias en el sector de la construcción y 
los servicios. Del mismo modo, hemos asistido al desmantelamiento, 
por privatización, del sector público empresarial lo que ha reforzado la 
rentabilidad y tasa de beneficio de los principales grupos empresariales 
privados que han aprovechado, así, las ventajas de algunos monopolios 
públicos naturales o lo que antes era prestación de servicios públicos 
municipales. Conviene, pues, no olvidar este contexto, pues muchas de 
las medidas propuestas suponen quebrar algunos de los elementos de 
continuidad del poder económico en España, que son aquellos, preci-
samente, que han ayudado a explicar la evolución económico-ambiental 
española en las últimas décadas. 

Para concluir

Las páginas precedentes han mostrado los rasgos básicos de insostenibili-
dad que el modelo económico español ha arrastrado durante los últimos 
años, así como algunas orientaciones que podrían encaminar la senda 
por derroteros más sostenibles ambientalmente y justos socialmente. Es 
cierto que la crisis económica actual —con un gran coste social— ha 
supuesto una modificación cuantitativa de algunas de estas tendencias, 
lo que, haciendo de la necesidad virtud, podría suponer un impulso 
hacia la necesaria reconversión ecológica de la economía española. Las 
medidas sugeridas en estos párrafos son, creemos, orientaciones valiosas 
para acometer la reconversión ecológica de la economía española, redu-
cir el deterioro provocado a la salud de las personas y los ecosistemas, 
incrementar la equidad social y, por tanto, mejorar el bienestar de la 
población. Son mimbres suficientes para comenzar la tarea y ponen de 
relieve que sabemos hacer bastantes cosas. Que técnicamente es posible 
ya plantear modificaciones sustanciales a los modelos de producción y 
consumo, aunque, lamentablemente, todavía no tengamos la voluntad 
política o, en algunos casos, por desconocimiento, el apoyo social su-
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ficiente para lograrlo. Y, a la vista de las circunstancias, parece que no 
intentarlo ya no es una opción válida. Mucho nos tememos, sin em-
bargo, que antes de avanzar en una reconversión económico-ecológica y 
social de raíz, comiencen a anhelarse los «viejos tiempos», o se prefieran 
invocar los conjuros tecnológicos de moda (I+D+i) con los que intentar 
dar, una vez más, gato por liebre.
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